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demandante. A tal fin debemos hacer dos precisiones.
Una, referida a la relevancia del trámite de la «comu-
nicación previa»; otra, referida al valor del recurso de
reposición.

a) Debemos empezar por valorar la trascendencia
del requisito de la «comunicación previa» en el proceso
contencioso-administrativo. Requisito éste hoy expresa-
mente suprimido por la Disposición derogatoria segun-
da d) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa. De la propia redacción del
art. 110.3 L.P.C. resultaba que a la comunicación del
demandante no debía seguir una respuesta de la Admi-
nistración; menos aún se imponía al actor un plazo de
demora antes de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo. La «comunicación previa», además,
no era la única forma en que el órgano administrativo
podía conocer el propósito de demandar del particular.
Conforme a lo dispuesto en el art. 61.1 L.J.C.A.
(de 1956), una vez interpuesto el recurso contencioso-
administrativo, y a fin de que el recurrente pudiera for-
mular su demanda, el órgano judicial debía reclamar del
órgano administrativo el correspondiente expediente. La
escasa relevancia procesal de la «comunicación previa»
fue apreciada por este Tribunal Constitucional en su
STC 76/1996, de 30 de abril, FJ 6. Declaramos allí
que el deber de «comunicación previa» no era contrario
al art. 24.1 C.E., siempre que se entendiera como requi-
sito procesal subsanable; esta doctrina se ha reiterado
(por todas, STC 178/1999, de 11 de octubre, FJ 2).

b) La segunda precisión se refiere al sentido y alcan-
ce del recurso de reposición interpuesto por la recurren-
te. Comencemos por aclarar que, al igual que dijimos
en la STC 122/1999, FJ 3, no corresponde a este Tri-
bunal determinar si, en atención a la concreta materia
regulada en el acuerdo municipal plenario de 2 de febre-
ro de 1993 (precios públicos), el recurso de reposición
era o no de preceptiva interposición. Lo relevante para
este proceso de amparo es que la demandante efec-
tivamente interpuso recurso de reposición (a indicación
del Ayuntamiento) y que éste fue expresamente resuelto
por el propio Ayuntamiento el 21 septiembre de 1993.
Resulta innegable, en suma, que fuera o no preceptivo
el recurso de reposición, su mera interposición sirvió
como comunicación de un posible recurso contencioso-
administrativo posterior. Debemos destacar, en este sen-
tido, que el propio art. 52 de la L.J.C.A. de 1956 se
refería al recurso de reposición como «requisito previo
a la interposición del recurso contencioso-administrati-
vo». Y que la introducción del deber de «comunicación
previa» se produjo al mismo tiempo que se suprimía
el recurso de reposición [disposición derogatoria, apar-
tado 2 c), L.P.C.], por lo que ya en la STC 76/1996
tuvimos ocasión de señalar que la «comunicación previa»
había sustituido al recurso de reposición [FJ 6 a)].

5. A la vista del alcance materialmente informativo
que —para el Ayuntamiento de Tordesillas— tuvo el «re-
curso de reposición» de la demandante, y advertida la
escasa relevancia procesal del deber de comunicación,
hay que concluir que la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo, del Tribunal Superior de Justicia, con sede
en Valladolid, ha incurrido en aplicación irrazonable y
desproporcionada del requisito de «comunicación pre-
via» de los arts. 110.3 L.P.C. y 57.2 f) L.J.C.A. Y de
esa irrazonabilidad y desproporción resulta una limita-
ción ilegítima del acceso a la jurisdicción, con vulneración
del art. 24.1 C.E.

Sentado lo anterior, resulta superfluo determinar si
en el presente asunto hubo o no subsanación (iniciado
ya el proceso contencioso) de la omisión denunciada
por el Ayuntamiento de Tordesillas. Tampoco procede

enjuiciar si, como sostiene el Ministerio Fiscal, la sub-
sanación del demandante es obligada, aun sin previo
requerimiento expreso del órgano judicial.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo a doña María Isabel Feliz de Vargas
Lecea y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva, en su vertiente de acceso a la juris-
dicción.

2.o Anular la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León, con sede en Valladolid, de 21 de noviem-
bre de 1996 (recurso núm. 2.552/93).

3.o Retrotraer las actuaciones judiciales al momento
procesal oportuno, a fin de que se dicte Sentencia en
la que no se acuerde inadmitir el recurso por no haberse
producido la comunicación previa del propósito de
recurrir.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de junio de dos mil.—Pedro
Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando
Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado
y rubricado.

13051 Sala Segunda. Sentencia 161/2000, de 12
de junio de 2000. Recurso de amparo
2.727/98. Promovido por «Editorial Católica,
S. A.», frente al Auto del Juzgado de lo Social
número 16 de Madrid que, en un proceso
de ejecución, inadmitió su recurso de repo-
sición contra la adjudicación de diversos bie-
nes de su propiedad. Vulneración del derecho
a la tutela judicial (acceso al recurso legal);
inadmisión de recurso de reposición por no
citar el precepto procesal infringido que es
patentemente errónea o irrazonable.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.727/98, promovido
por «Editorial Católica, S. A.», representada por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Gema de Luis Sánchez
y asistida de Letrado don Emilio Rodríguez Menéndez,
contra el Auto del Juez de lo Social núm. 16 de Madrid
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de 11 de mayo de 1998 por el que se denegaba el
recurso de reposición interpuesto contra el Auto dictado
por el mismo Juez de 8 de abril de 1998 dictado en
el procedimiento de ejecución núm. 330/94. Ha sido
parte don Ángel Aguilar Segura y otras personas repre-
sentadas por el Procurador don Fernando Díaz-Zorita
Canto y asistidos de Letrado don Ramón de Román Díez.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de
junio de 1998, doña Gema de Luis Sánchez, Procuradora
de los Tribunales, en nombre y representación de «Edi-
torial Católica, S. A.», interpone recurso de amparo contra
el Auto arriba indicado.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) La entidad recurrente en amparo fue condenada
por la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 16 de
Madrid dictada en los autos núm. 364/94 al pago de
diversas indemnizaciones. Esta Sentencia fue ejecutada
mediante el procedimiento de ejecución núm. 330/94
seguido en el mismo Juzgado. En el curso de esta eje-
cución se dictó el Auto de 8 de abril de 1998 por el
que se adjudicaban los bienes embargados y sacados
a pública subasta.

b) Este Auto no fue notificado a la entidad ahora
recurrente en amparo, quien tuvo conocimiento del mis-
mo en virtud de una providencia de ese mismo Juzgado
de 27 de abril de 1998 por la que se le daba traslado
del recurso de reposición interpuesto contra dicho Auto
por don Juan José Tomás Marco, parte actora en el
proceso de referencia. Contra el referido Auto la entidad
ahora recurrente en amparo interpuso recurso de repo-
sición alegando que al no habérsele notificado se le había
ocasionado indefensión. También adujo que este Auto
vulneraba el art. 262 L.P.L.

c) Por Auto de 11 de mayo de 1998 se inadmite
a trámite el recurso de reposición al no haberse citado
el precepto infringido fundamentando esta decisión en
el art. 377 L.E.C. en relación con los arts. 184 al 187
L.P.L. y la Disposición adicional primera de esta Ley.

3. La entidad recurrente aduce vulneración de los
arts. 24 y 14 C.E. Según se afirma en la demanda de
amparo el Juzgado de lo Social ha vulnerado los dere-
chos que consagra el art. 24 C.E. por dos motivos dife-
rentes. En primer lugar se considera que al no haberse
notificado a la entidad recurrente en amparo el Auto
de 8 de abril de 1998 por el que se adjudicaban los
bienes embargados se ha infringido el art. 24.2 C.E.,
pues esta falta de notificación conlleva, a juicio de la
sociedad recurrente, una vulneración de todas las nor-
mas esenciales del procedimiento y una vulneración de
su derecho de defensa.

De igual modo se imputa vulneración del art. 24.2
C.E. a la decisión por la que se inadmite el recurso de
reposición, pues también la considera contraria al dere-
cho a un proceso con todas las garantías y al derecho
a no padecer indefensión. Aduce la recurrente que, en
contra de lo que se sostiene en esta resolución judicial,
sí que se citaron los preceptos infringidos. Pone de mani-
fiesto además que aunque en el recurso se denunciaron
la infracción de normas procesales —en concreto afirma
que se citaron los arts. 262 y 263 L.P.L.— en dicho recur-
so se alegaba también que la falta de notificación del
acto recurrido, suponía, a su juicio, una infracción del
art. 24.2 C.E. ya que vulneraba todas las normas esen-

ciales de procedimiento establecidas en la Ley y cons-
tituía una infracción del derecho de defensa. Por ello
entiende que a este caso le resulta de aplicación la doc-
trina de este Tribunal recaída en los supuestos en los
que se ha inadmitido el recurso de reposición por no
haber citado el precepto procesal infringido cuando el
recurso se interpone alegando vulneraciones de derecho
sustantivo, ya que, en este supuesto, además de alegar
los preceptos procesales que se estimaban vulnerados
se alegaba la infracción de derechos constitucionales,
cuya protección no puede verse impedida, en su opinión,
por una mera cuestión formal.

Esta decisión se considera también contraria al art.
14 C.E., pues al haber admitido este Juzgado el recurso
interpuesto por el Sr. Tomás Marco contra ese mismo
Auto debía haber admitido también el interpuesto por
la recurrente al tratarse de recursos idénticos.

4. Mediante providencia de 21 de septiembre
de 1999, la Sala Segunda de este Tribunal acordó admitir
a trámite la demanda de amparo y, en aplicación de
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comu-
nicación al Juzgado núm. 16 de Madrid, a fin de que,
en un plazo no superior a diez días, remitiera certificación
o copia adverada de las actuaciones correspondientes
a los autos núms. 364/94 y ejecución núm. 330/94;
debiendo previamente emplazar, para que en el plazo
de diez días pudieran comparecer en el recurso de ampa-
ro, a quienes hubieran sido parte en el procedimiento
excepto a la parte recurrente en amparo.

5. El Fiscal formuló alegaciones por escrito regis-
trado en este Tribunal el 23 de marzo de 2000. Tras
recordar la jurisprudencia de este Tribunal recaída en
los casos en los que los órganos judiciales habían inad-
mitido el recurso de reposición por no citar el precepto
procesal infringido, tal y como establece el art. 377 L.E.C.,
cuando lo alegado en el recurso era una vulneración
de carácter sustantivo, pone de manifiesto que el caso
ahora enjuiciado no es igual que aquéllos, puesto que
en este caso lo que la Sociedad recurrente denuncia
en su recurso de reposición no son vulneraciones de
derecho sustantivo sino la falta de notificación de una
resolución judicial. Por ello entiende el Fiscal que al tra-
tarse de una cuestión estrictamente procesal debería,
en principio, haber sido denunciada por el recurrente,
a tenor de lo establecido en el art. 377 L.E.C., mediante
la cita expresa del precepto infringido, sin que el hecho
de haber aducido una vulneración constitucional deter-
mine que en estos casos no sea exigible el cumplimiento
de ese requisito legal, pues ello supondría desconocer
la razón última de la doctrina constitucional sobre la
materia, que, en su opinión, no es otra que la de impedir
que pueda cegarse un cauce procesal para la revisión
de las resoluciones dictadas cuando el motivo del recurso
es de carácter sustantivo y no existe un precepto adjetivo
que invocar.

Ahora bien, el hecho de que el actor no citase el
art. 154 L.P.L. —que es el precepto procesal que a juicio
del Fiscal debería haberse invocado— no le impide reco-
nocer que lo que realmente impugnaba el recurrente
en reposición no era la posibilidad de recurrir extem-
poráneamente dicho Auto sino que a través del men-
cionado recurso se estaba impugnado el contenido del
mismo al considerar que no había respetado un precepto
de carácter procesal —el art. 262 L.P.L.— que el recurren-
te sí citaba. Por ello entiende que el recurrente cumplió
el requisito impuesto por el art. 377 L.E.C. y por este
motivo solicita que se otorgue el amparo y en conse-
cuencia se dicte Sentencia por la que se anule el Auto
impugnado y en la que se reconozca que se le ha vul-
nerado al recurrente el derecho a la tutela judicial efec-
tiva que consagra el art. 24.1 C.E.



BOE núm. 165. Suplemento Martes 11 julio 2000 55

6. El 29 de marzo de 2000 la sociedad recurrente
formuló alegaciones reiterando los argumentos expues-
tos en su escrito de demanda

7. Por escrito de 30 de marzo de 2000 la repre-
sentación procesal de don Ángel Aguilar Segura y de
los demás que se han personado en este recurso de
amparo presentó su escrito de alegaciones. Se aduce
en primer lugar que la falta de notificación del Auto
no ha causado indefensión al recurrente, ya que dado
el gran número de interesados al que podía afectar el
Auto (en este escrito se cita el número de 230) el órgano
judicial acordó la publicación del mismo en el «Boletín
Oficial de la Comunidad de Madrid». Pero además se
da la circunstancia de que el recurrente reconoce haber
tenido conocimiento de éste cuando se le notificó el
recurso de reposición interpuesto por el Sr. Tomás Mar-
co, por lo que la ausencia de notificación no ocasionó
en este supuesto indefensión al recurrente en amparo.

Se alega también que el recurso de amparo debe
ser inadmitido al no haberse agotado debidamente la
vía judicial previa. Se llega a esta conclusión porque
se considera que al haberse inadmitido el recurso de
reposición, el recurso de amparo debió materializarse
contra el Auto por el que se inadmitió el recurso de
reposición, lo que, a juicio, de esta parte procesal, no
se hizo así. En todo caso entiende que el recurso de
reposición fue correctamente inadmitido ya que, inde-
pendientemente de las cuestiones de fondo que plantea,
dicho recurso se limita, a su juicio, a citar como infrin-
gidos los arts. 24.2 C.E. y 238 L.O.P.J. También se señala
que el recurrente no agotó la vía judicial de modo correc-
to pues considera que el recurso de reposición fue inter-
puesto fuera de plazo.

Por otra parte se aduce que como el recurso fue
correctamente inadmitido no puede apreciarse que exis-
ta la desigualdad invocada en relación con el recurso
interpuesto por el Sr. Tomás Marco, pues esta parte
entiende que este recurso sí que había citado los pre-
ceptos que se estimaban infringidos.

8. Por providencia de 8 de junio de 2000, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 12 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Tal y como ha quedado expuesto en los ante-
cedentes, en este recurso de amparo se impugna el Auto
de 11 de mayo de 1999 del Juzgado núm. 16 de Madrid
por el que este órgano judicial, invocando los arts. 184
a 187 L.P.L. en relación con el art. 377 L.E.C., inadmite
el recurso de reposición interpuesto contra el Auto dic-
tado por el mismo Juzgado el 8 de abril de 1998 por
el que se adjudicaban los bienes embargados.

Según se sostiene en la demanda de amparo tanto
el Auto de 8 de abril de 1998, por el que se adjudicaban
los bienes embargados, como el de 11 de mayo de 1998,
por el que se inadmite el recurso de reposición inter-
puesto contra el mismo, son contrarios al derecho fun-
damental a un proceso con todas las garantías y al dere-
cho a la defensa que consagra el art. 24.2 C.E. La primera
de estas resoluciones se considera contraria a estos dere-
chos fundamentales por no haber sido notificada a la
Sociedad ahora demandante; y la segunda por haber
inadmitido el recurso de reposición por considerar que,
en contra de lo que se sostiene en el Auto impugnado,
sí que se habían citado los preceptos que se estimaban
infringidos. En todo caso considera que si, de acuerdo
con la jurisprudencia constitucional, en los supuestos
en los que se alegan vulneraciones de derecho sustantivo
no es necesario alegar el precepto infringido, la cita de
estos preceptos tampoco debe exigirse en los casos en

que el recurso se fundamente en vulneración de dere-
chos constitucionales.

Además de las vulneraciones del art. 24.2 C.E. seña-
ladas, la sociedad recurrente imputa al Auto por el que
se inadmite el recurso de reposición vulneración del art.
14 C.E., pues considera que al haber admitido ese mismo
Juzgado un recurso de reposición que interpuso otra
parte procesal con un contenido idéntico al interpuesto
por la entidad ahora recurrente, el principio de igualdad
exigía que también se hubiera admitido el recurso por
ella interpuesto.

2. A efectos de precisar la cuestión suscitada en
este recurso de amparo conviene señalar que, a dife-
rencia de lo que ha ocurrido en otros casos planteados
ante este Tribunal en los que el órgano judicial ha inad-
mitido el recurso de reposición por este motivo, en el
supuesto que ahora se analiza, no se plantea el caso
de que el recurso se hubiera fundamentado en una infrac-
ción de carácter sustantivo y por tanto no fuera posible
citar ningún precepto de carácter procesal que hubiera
sido infringido, sino que nos encontramos ante un
supuesto en el que sí era posible citar en el recurso
de reposición interpuesto los preceptos de las normas
procesales que se estimaban infringidos, ya que se ale-
gaba, por una parte, que el Auto frente al que se inter-
ponía el recurso no había sido notificado y, por otra,
que este Auto infringía además el art. 262 L.P.L.

3. Debe señalarse en primer lugar que no cabe apre-
ciar la causa de inadmisibilidad suscitada por la repre-
sentación procesal de don José Aguilar Segura y los
demás que han comparecido como parte en este proceso
constitucional, por la que se alega que los recurrentes
no agotaron debidamente la vía judicial previa al inter-
ponerse el recurso de reposición fuera de plazo. Al no
ser éste el motivo que determinó que el órgano judicial
inadmitiera el recurso de reposición, este Tribunal, a efec-
tos de comprobar si se agotó debidamente la vía judicial
previa al recurso de amparo, no puede apreciar la con-
currencia de la referida causa de inadmisión del recurso
de reposición interpuesto, por ser ésta, en principio, una
cuestión de estricta legalidad ordinaria que excede de
la competencia de este Tribunal.

4. En relación con la impugnación del Auto por el
que se inadmite el recurso de reposición interpuesto
lo primero que debe indicarse es que, aunque el recurren-
te se refiere en su recurso a la vulneración del derecho
a un proceso con todas las garantías y el derecho a
la defensa del art. 24.2 C.E., realmente lo que denuncia,
y así se desprende claramente de su argumentación,
es que se le ha impedido acceder a un recurso legal-
mente previsto con lo que el derecho que podría haberse
vulnerado es el del art. 24.1 C.E.

Hecha esta precisión debe recordarse que es doctrina
constitucional reiterada que, salvo en materia penal, el
principio pro actione actúa con menor intensidad en los
supuestos de acceso al recurso que en los casos de
acceso a la jurisdicción (por todas STC 37/1995, de 7
de febrero, FJ 5). De igual modo debe tenerse en cuenta
que, como regla general, la decisión de si los recursos
interpuestos reúnen los requisitos necesarios para su
admisibilidad es una decisión que corresponde a los órga-
nos judiciales y que sólo puede ser revisada por este
Tribunal en los casos en que está decisión sea mani-
fiestamente infundada, arbitraria, irrazonable o incurra
en error patente (entre otras muchas, SSTC 163/1993,
de 18 de mayo, FJ 3; 190/1993, 14 de abril, FJ 1;
142/1996, de 16 de septiembre, FJ 2; 276/1997,
de 21 de abril, FJ 2; 10/1999, de 8 de febrero, FJ
2; 9/2000, de 17 de enero, FJ 2). Debemos, pues, limi-
tarnos a comprobar si el Juzgado de lo Social al inadmitir
el recurso de reposición ha adoptado una decisión que
incurre en alguno de los vicios mencionados.
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5. Como ya se ha señalado, el recurso de reposición
se fundamentaba en dos motivos diferentes: por una
parte se alegaba la falta de notificación del Auto impug-
nado y por otra se aducía que dicho Auto se había dictado
vulnerando lo dispuesto en el art. 262 L.P.L. Pues bien,
por lo que se refiere al primero de los motivos —la falta
de notificación del Auto impugnado, que es además,
según reconoce el propio recurrente, el motivo funda-
mental del recurso— el recurrente adujo que la referida
ausencia de notificación le causaba indefensión, vulne-
raba su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
y a un proceso con todas las garantías, invocando expre-
samente el art. 24.2 C.E., alegando además que todo
ello conllevaba, en virtud de lo dispuesto en el art. 238
L.O.P.J., la nulidad del Auto impugnado. Sin embargo,
no citó expresamente el precepto de la ley procesal que
regula la notificación, por lo que el recurrente no cumplió
el requisito establecido en el art. 377 L.E.C., a pesar
de que en este caso, dado el motivo en el que se fun-
damentaba el recurso de reposición, era posible su cita.

Debe recordarse que, de acuerdo con la doctrina de
este Tribunal, el requisito establecido en el art. 377 L.E.C.
—tener que citar «la disposición de esta Ley que haya
sido infringida» en el escrito por el que se interpone
recurso de reposición— debe exigirse atendiendo a la
finalidad que con el mismo se persigue y por esta razón
su exigencia tiene sentido únicamente cuando el recurso
de reposición se fundamenta en infracciones de carácter
procesal, pero no en los casos en los que el recurso
se fundamenta en motivos sustantivos o de fondo, ya
que en tales supuestos al no fundamentarse el recurso
en la infracción de ningún precepto de carácter procesal,
el cumplimiento de esta exigencia legal resulta imposible.
Es, por tanto, la imposibilidad de cumplimiento de este
requisito lo que ha llevado a este Tribunal a entender
que exigir en estos casos su cumplimiento supone
incurrir en una interpretación irrazonable por despropor-
cionada de los requisitos formales y por ello debe con-
siderarse contraria al art. 24.1 C.E. (STC 9/2000, de
17 de enero, FJ 3, en el mismo sentido SSTC 69/1987,
de 22 de mayo; 162/1990, de 22 de octubre;
213/1993, de 28 de junio; 172/1995, de 21 de noviem-
bre; 196/1997, de 13 noviembre; 4/1998, de 12 de
enero; 10/1999, de 8 de febrero; 213/1999, de 29
noviembre; 221/1999, de 29 noviembre, entre otras
muchas). Por esta razón, al haber podido citar el precepto
procesal infringido, no resulta de aplicación en este
supuesto la referida doctrina.

Ahora bien, no por ello debe llegarse a la conclusión
de que el Auto impugnado no vulnera el derecho a los
recursos legalmente previstos que se deduce del art.
24.1 C.E., ya que en el segundo de los motivos alegados
sí aducía que esta resolución judicial era nula por haber
infringido el art. 262 L.P.L. (alegación tercera del escrito
por el que se formuló el recurso de reposición) por lo
que sí se citó expresamente el precepto legal infringido.
De ahí que el Juzgado, o bien ha incurrido en un error
patente al no haber apreciado que sí se había citado
el precepto que se estimaba infringido (STC 127/1997,
de 14 de julio, FJ 2), o bien ha efectuado una inter-
pretación literal de lo dispuesto en el art. 377 L.E.C.
y ha entendido que el precepto legal que debía citarse
había de ser un precepto de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, lo que supondría exigir al recurrente el cumplimien-
to de un requisito imposible, ya que en este supuesto,
al no fundamentarse el recurso en la infracción de ningún
precepto de dicha Ley, sino de la Ley de Procedimiento
Laboral —recurso además que se encuentra expresamen-
te previsto en art. 184 L.P.L. y que, según dispone este
precepto procede contra las providencias y Autos que
dicten los Jueces de lo Social—, no puede exigirse como
requisito necesario para poder recurrir en reposición la
cita de un precepto de la Ley de Enjuiciamiento Civil,

pues si así fuera el Juzgado habría efectuado una inter-
pretación irrazonable de los requisitos formales exigidos
que sería lesiva del art. 24.1 C.E. En todo caso, lo que
es claro es que el recurrente, en el segundo de los moti-
vos que fundamentaba su recurso, sí que citó el precepto
infringido y, por tanto sí que cumplió el requisito legal-
mente establecido. De este modo, ya sea por error o
por una interpretación irrazonable de los requisitos for-
males exigidos, lo cierto es que, al menos respecto de
los segundos motivos que aduce el Juzgado de lo Social,
al inadmitir el recurso de reposición ha lesionado el dere-
cho de la entidad recurrente a los recursos legalmente
previstos que se deduce del art. 24.1 C.E.

6. Ninguna relevancia constitucional tiene, por el
contrario, la queja por la que se aduce vulneración del
principio de igualdad, pues para que pueda apreciarse
esta vulneración constitucional es requisito necesario
que los términos de comparación alegados sean sus-
tancialmente iguales (por todas STC 212/1993, de 28
de junio, FJ 6) y en este caso los recursos de reposición
no tenían idéntico contenido, ya que aunque ciertamente
en ambos recursos se alegó la vulneración del art. 262
L.P.L., en el recurso interpuesto por el Sr. Tomás Marco
se solicitaba la nulidad del Auto impugnado, además
de por dicho motivo por otro distinto al alegado por
el recurrente —incluir un bien que no fue subastado entre
los bienes adjudicados— citándose respecto de este otro
motivo expresamente los preceptos legales que se esti-
maban infringidos.

7. Al haber apreciado que el Auto por el que se
inadmite el recurso de reposición es lesivo del art. 24.1
C.E., no procede entrar a examinar las vulneraciones
constitucionales que se imputan al Auto recurrido en
reposición —de 8 de abril de 1998, por el que se adju-
dican los bienes embargados—, ya que la indefensión
que se imputa al mismo es susceptible de ser remediada
en su caso por la jurisdicción ordinaria.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por «Editorial Católica,
S. A.» y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho de la
entidad recurrente a la tutela judicial efectiva.

2.o Restablecerla en su derecho y, a este fin, decla-
rar la nulidad del Auto del Juzgado de lo Social núm.
16 de Madrid de 11 de mayo de 1998, retrotrayendo
las actuaciones al momento anterior de ser dictada dicha
resolución para que se vuelva a dictar una nueva res-
petuosa con el derecho fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a 12 de junio de 2000.—Carles Viver
Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio Diego
González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.


